	Fecha
	4 de junio de 1980
	Sesión número
	28

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LUIS CARLOS MONTENEGRO BENAVIDES / SECRETARIO GENERAL DE LA CONFEDERACIÓN GENERAL DE TRABAJADORES

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y DIRECTOR DE LA ADUANA POSTAL DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que por motivos de orden político-ideológico, ha sido retenida indebidamente en la Aduana Postal, de acuerdo con “órdenes del Jefe” o del “superior” una correspondencia destinada a la Confederación General de Trabajadores, quebrantando “el derecho de inviolabilidad de los documentos privados, de libertad de pensamiento y de actos lícitos, y de igualdad ante la ley, que garantizan los artículos 24, 28 y 33 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el Ministro de Gobernación que la acción ha sido efectuada en la Aduana Postal, que depende del Ministerio de Hacienda, y no por funcionarios subordinados al Ministerio de Gobernación.  Informa el Administrador de la Aduana Postal, que es cierto lo ocurrido en cuanto a la solicitud de desalmacenaje de los “afiches” a que se refiere el recurso; que sin embargo, ordenó que se permitiera la salida de esos afiches, por considerar que no constituían propaganda de ninguna índole; y que en cuanto a la violación de documentos privados, debe aclarar que “todo paquete que ingresa bajo jurisdicción de la Aduana, la Ley obliga a abrirlo y revisar su contenido para determinar los impuestos, sin que esto signifique violación alguna a la privacidad de los documentos”.

	Parte dispositiva
	Se declara inadmisible en cuanto se refiere al Ministro de Gobernación, pues éste no tuvo ninguna intervención en los hechos alegados por el recurrente. Se declara que esta Corte es incompetente para conocer del recurso en cuanto al Director General de Aduanas, pues no se trata de ninguno de los funcionarios que menciona el artículo 6° párrafo primero de la Ley de Amparo.  


N° 28
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las diez horas del día cuatro de junio de mil novecientos ochenta, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Retana, Arroyo, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Villalobos, Porter y Saborío, y la Magistrada Suplente Ana María Beedy Jalet quien sustituye al Magistrado Zavaleta.
Artículo IV
En escrito de quince de mayo último, el señor Luis Carlos Montenegro Benavides, en su carácter de Secretario General de la Confederación General de Trabajadores, interpone un recurso de Amparo contra la disposición tomada por el señor Director de la Aduana Postal de San José, y su superior, el señor Ministro de Gobernación, la cual según lo afirma, ha quebrantado “el derecho de inviolabilidad de los documentos privados, de libertad de pensamiento y de actos lícitos, y de igualdad ante la ley, que garantizan los artículos 24, 28 y 33 de la Constitución Política.

Para fundamentar el recurso, el señor Montero Benavides alega que por motivos de orden político-ideológico, ha sido retenida indebidamente en la Aduana Postal, de acuerdo con “órdenes del Jefe” o del “superior” una correspondencia destinada a la Confederación General de Trabajadores.


El señor Ministro de Gobernación, licenciado Juan José Echeverría Brealey, manifestó al contestar el recurso, que el amparo no es procedente en su planteamiento, pues la acción ha sido efectuada en la Aduana Postal, que depende del Ministerio de Hacienda, y no por funcionarios subordinados al Ministerio de Gobernación.  También expresó el señor Ministro que “las administraciones postales deben poner a disposición los envíos de correspondencia que estén sometidos al control aduanero, de conformidad con el artículo 34 del Convenio Postal Universal (Lausana-1974) y el artículo 31 del Convenio Postal Tokio- 1979, ratificado por Ley N° 5332 de 22 de agosto de 1973.  A su vez el señor Juan Bosco Bustos Chaves, Administrador de la Aduana Postal, dijo que es cierto lo ocurrido en cuanto a la solicitud de desalmacenaje de los “afiches” a que se refiere el recurso; que sin embargo, ordenó que se permitiera la salida de esos afiches, por considerar que no constituían propaganda de ninguna índole; que los afiches fueron desalmacenados por personas de la Confederación General de Trabajadores, mediante la póliza respectiva, cancelada el día nueve mayo; y que en cuanto a la violación de documentos privados, debe aclarar que “todo paquete que ingresa bajo jurisdicción de la Aduana, la Ley obliga a abrirlo y revisar su contenido para determinar los impuestos, sin que esto signifique violación alguna a la privacidad de los documentos”.

Previa deliberación, se acordó: Declarar inadmisible el Amparo en cuanto se refiere al señor Ministro de Gobernación, licenciado Juan José Echeverría Brealey, pues éste no tuvo ninguna intervención en los hechos alegados por el recurrente, los cuales ocurrieron en una dependencia que no es del Ministerio de Gobernación sino del Ministerio de Hacienda.


Al propio tiempo se dispuso: Declarar que esta Corte es incompetente para conocer del recurso en cuanto al señor Director General de Aduanas, pues no se trata de ninguno de los funcionarios que menciona el artículo 6° párrafo primero de la Ley de Amparo.  Así se resuelve porque tampoco hay mérito para dirigir el Amparo contra el señor Ministro de Hacienda, en cuyo caso el recurso sí sería del conocimiento de la Corte. En consecuencia, el recurso debe enviarse a uno de los jueces penales de San José, para lo que corresponda.

